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TUTELA – SALUD – AUTISMO – TRATAMIENTO INTEGRAL - CONCEDE - CONFIRMA – Precisamente, el caso de ahora involucra a una adolescente, cuyo estado de salud requiere un esmerado trato, pues de acuerdo con lo que enseña la foliatura, aunque ha recibido algunas atenciones, se ha ordenado la práctica y asistencia de otras especializadas, así como de medicamentos tendiente a un efectivo tratamiento, cuya falta de materialización, por parte de la accionada, se hace descansar en el hecho de que trámites internos y de falta de cobertura en el POS lo impiden. Justificación que, de entrada, desdeña la Sala, como quiera que se halla decantado, con toda suficiencia, que esa clase de gestiones administrativas no puede servir de talanquera para las necesidades de los usuarios de las empresas promotoras de salud, ante el debilitamiento que ello conlleva para quienes requieren de sus servicios .

Ni siquiera respecto de servicios que puedan estar por fuera del plan de salud, pues en este caso  es evidente que se trata de un sujeto de especial protección, como se anotó; la falta de los servicios que se le han ordenado deja en entredicho sus derechos a la salud y a la vida en condiciones días; pese a que se aluce al principio de solidaridad económica y que la parte interesada debe asumir los costos del tratamiento, ninguna prueba se arrimó para desvirtuar la imposibilidad económica de la accionante, a pesar de la posibilidad de la entidad para hacerlo; y, por último, son sus médicos tratantes, adscritos a la entidad demandada, los que han autorizado los exámenes y consultas; reglas estas que la jurisprudencia constitucional tiene asentadas  para justificar la obligación a la que está sometida la entidad. 


El tratamiento integral dispuesto, tampoco resiste duda, como quiera que, se insiste, está involucrada una persona de reforzada protección constitucional que se ha visto involucrada en la negativa de una prestación total y adecuada para superar la crisis que presenta. Y cuando se adopta una decisión de este linaje, lo que se procura es que la entidad obligada cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban al paciente, y lo que se desprenda en la medida de su tratamiento relacionado con su afección y sobre el que específicamente se ha concedido el mismo, sin que exista alguna indeterminación o generalización.

Esa forma de resolver, obedece, sobre decirlo, a la desidia con la que se viene manejando la situación de la paciente, si bien, a pesar de la urgencia de los servicios que requiere, se dilata su prestación por circunstancias inaceptables..
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Acta No. 323 de junio 16 de 2017




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Nueva EPS,  frente a la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el 3 de mayo último, en esta acción de tutela que Blanca Oliva Martínez Buitrago, en representación de la adolescente NAM
, promovió en su contra.




ANTECEDENTES

  



Nathaly Aguirre Martínez, quien actúa en calidad de representante legal de su hija adolescente NAM, acudió a esta vía en procura de los derechos fundamentales de las que esta es titular y que nominó como “salud en conexión con la vida, igualdad en conexión con la seguridad social, desarrollo de la personalidad, derechos de los niños”, que estimó conculcados por la Nueva EPS.

  



Relató, en síntesis, que su hija es una paciente con trastorno generalizado del desarrollo “AUTISMO PURO DE ALTO RENDIMIENTO” con episodios de agresividad y rechazo a todo, demuestra rebeldía al contestar, se hace la que no oye, se eleva y parece estar en otro mundo; el médico tratante le ordenó los tratamientos: (i) “Valoración y manejo en Centro Especializado en  problemática mental por tres (3) meses sin interrupción; (ii) “medicamento denominado: Resperidona X 2 x Mg vía oral”; pese a que en sus primeros años la niña estuvo en tratamiento con neuropediatría, la EPS no volvió a autorizar lo del caso y fue política rechazar todo lo ordenado por estar fuera del POS, hasta que el doctor les hizo aclaración de que sí hacia parte del plan obligatorio; ha tenido que viajar hasta la ciudad de Manizales porque le niegan la entrega del medicamento indicado, y carece de recursos para costear la consecución del mismo; presentó derecho de petición para el reconocimiento de viáticos, que también se le negó; la calidad de vida de la actora y su desarrollo, dependen de dichos procedimientos, 
 



Pidió, por tanto, que se ordenara a la parte accionada autorizar y hacer efectivas las órdenes médicas emitidas para los tratamientos anunciados, así como los viáticos requeridos para la actora y un acompañante a la ciudad de Manizales o a la ciudad en la que deba prestarse el servicio, incluyendo el transporte interno; además, que le brinde el tratamiento integral derivado de dicha patología. 
 



Con la demanda aportó copias de los documentos médicos que dan cuenta de lo expuesto en el libelo. 
  



Por medio de apoderada judicial, la entidad indicó que ha asumido todos los servicios solicitados que se encuentran dentro de la órbita prestacional del SGSSS; que la problemática para rehabilitación mental no se encuentra dentro del POS y, por ende, no es posible acceder a su autorización, y en relación con el medicamento pedido, se debe surtir un trámite interno previo para lograr la misma; que el servicio de transporte, en la forma solicitada, tampoco se encuentra dentro del plan de beneficios, y el tratamiento integral debe estar limitado a los servicios requeridos y la patología que padece; solicitó, no acceder a la acción presentada.
  



Sobrevino el fallo de primera instancia que amparó los derechos reclamados y le ordenó a la gerente regional de la Nueva EPS que en un término de 2 días, siguientes a la notificación del fallo, gestionara todo lo pertinente para autorizar y entregar a la menor, el medicamento recetado en las cantidades formuladas por el médico tratante; así como la autorización y remisión para acceder a valoración y manejo en centro especializado para tratar la patología que presenta; se dispuso la prestación de un tratamiento integral para dicha afección; también se autorizó el pago de viáticos y transporte intermunicipal y urbano cuando requiera asistir a citas a centro especializado en la que se le trate el trastorno generalizado de desarrollo de autismo. Esa decisión se apoyó en líneas jurisprudenciales relacionadas con los derechos a la salud y en especial lo que atañe a los menores de edad.  A su vez, se abstuvo de disponer autorización de recobro, atendiendo a que no es esa una tarea del Juez constitucional.
   


 
  Impugnó la EPS, que aludió al principio de solidaridad bajo argumentos generales de la capacidad económica, cargas soportable al usuario y de prueba, y expresa solicitó revocar el ordinal que resolvió lo atinente al recobro, para que se extienda la facultad frente al FOSYGA.




CONSIDERACIONES

  



Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, debidamente legitimada, Blanca Oliva Martínez, en representación de su menor hija [NAN], reclama la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima vulnerados por el ente accionado por la falta de autorización de los servicios y medicamento ordenados por el galeno tratante, en virtud de la afección de autismo por la que atraviesa.
  



Se sabe que el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de niños, niñas o adolescentes
, pues por vía directa lo ha reconocido así el artículo 44 de la Carta Política, en tanto que el parágrafo del artículo 6º de la citada ley, refiere la aplicación de los principios del régimen de salud, con acciones afirmativas en beneficio de este grupo poblacional, entre otros. 
  



Precisamente, el caso de ahora involucra a una adolescente, cuyo estado de salud requiere un esmerado trato, pues de acuerdo con lo que enseña la foliatura, aunque ha recibido algunas atenciones, se ha ordenado la práctica y asistencia de otras especializadas, así como de medicamentos tendiente a un efectivo tratamiento, cuya falta de materialización, por parte de la accionada, se hace descansar en el hecho de que trámites internos y de falta de cobertura en el POS lo impiden. Justificación que, de entrada, desdeña la Sala, como quiera que se halla decantado, con toda suficiencia, que esa clase de gestiones administrativas no puede servir de talanquera para las necesidades de los usuarios de las empresas promotoras de salud, ante el debilitamiento que ello conlleva para quienes requieren de sus servicios
.
  



Ni siquiera respecto de servicios que puedan estar por fuera del plan de salud, pues en este caso  es evidente que se trata de un sujeto de especial protección, como se anotó; la falta de los servicios que se le han ordenado deja en entredicho sus derechos a la salud y a la vida en condiciones días; pese a que se aluce al principio de solidaridad económica y que la parte interesada debe asumir los costos del tratamiento, ninguna prueba se arrimó para desvirtuar la imposibilidad económica de la accionante, a pesar de la posibilidad de la entidad para hacerlo; y, por último, son sus médicos tratantes, adscritos a la entidad demandada, los que han autorizado los exámenes y consultas; reglas estas que la jurisprudencia constitucional tiene asentadas
 para justificar la obligación a la que está sometida la entidad. 

  



El tratamiento integral dispuesto, tampoco resiste duda, como quiera que, se insiste, está involucrada una persona de reforzada protección constitucional que se ha visto involucrada en la negativa de una prestación total y adecuada para superar la crisis que presenta. Y cuando se adopta una decisión de este linaje, lo que se procura es que la entidad obligada cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban al paciente, y lo que se desprenda en la medida de su tratamiento relacionado con su afección y sobre el que específicamente se ha concedido el mismo, sin que exista alguna indeterminación o generalización.
Esa forma de resolver, obedece, sobre decirlo, a la desidia con la que se viene manejando la situación de la paciente, si bien, a pesar de la urgencia de los servicios que requiere, se dilata su prestación por circunstancias inaceptables. 
  



Y es que, la misma Ley 1751 viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15). De manera que la orden se ajusta a estos lineamientos y a los jurisprudenciales
, máxime cuando, se repite, no se extendió en forma genérica o abstracta; al contrario se concretó a las deficiencias de salud que, para este caso, expuso la demandante. 

   



Por ello, el disentimiento que plantea la impugnante, se torna inadmisible en esta sede. 
  



Como también se reprocha la falta de autorización de recobro, se recuerda que no corresponde al Juez de tutela dilucidar tal concepto, como quiera que su labor está encaminada al análisis de la vulneración de derechos fundamentales, nunca a definir cuestiones interadministrativas o de orden económico entre entidades del SGSSS, como aquella. Es válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, como lo ha delineado la Corte Constitucional; así, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 llamó la atención acerca de que no podía condicionarse el reconocimiento al derecho de recobro por los costos que las entidades tuvieren que asumir por servicios no POS, a que la orden estuviera consignada en la parte resolutiva de los fallos de tutela; en otra ocasión, en la sentencia T-727 de 2011 dijo la misma alta Corporación:
  


“Por último, en relación con la orden de recobro… sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

  


De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

  


Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre …el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la entidad prestadora del servicio, para que pueda recobrar su costo frente a quien corresponda; por ello, es inane que el juez de tutela lo declare así expresamente.
 

En conclusión, se prohijará el fallo objeto de revisión
 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el 3 de mayo último, en esta acción de tutela que Blanca Oliva Martínez Buitrago, en representación de la adolescente NAM, promovió contra la Nueva EPS.

  



Entérese de esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

   



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� En virtud del artículo 47 del Código de la Infancia y la Adolescencia, armonizado con el canon 7 de la Ley 1581 de 2012, se omite el nombre del menor, siguiendo de igual manera la posición que sobre este particular ha adoptado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, cuando un asunto de esta naturaleza involucra menores de edad





� Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-425 de 2013


� Sentencias  T-812 de 1999; T-285 de 2000, M.P., T-635 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; Sentencia; T-234/13, por mencionar solo algunas en las que se deja en claro la cuestión.


� Corte Constitucional, sentencia T-178 de 2017


� Ibídem


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.





